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Sobre: 

Auto de Mandamus 

Panel integrado por su presidente, el Juez Bermúdez 

Torres, la Juez Nieves Figueroa y el Juez Flores 

García. 

 

Flores García, Juez Ponente. 

 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 22 de agosto de 2016. 

I 

 Surge del escrito que la parte peticionaria, el 

señor Jorge O. Medina Morales, es miembro de la 

población correccional y se encuentra confinado en la 

Institución Correccional Guayama 1000. El peticionario 

comparece ante esta segunda instancia judicial, 

mediante un auto de mandamus, solicitando que le 

ordenemos al Comité de Clasificación y Tratamiento 

(CCT) que considere la petición que presentó ante 

dicho organismo para que se le acrediten unas 

bonificaciones por servicios excepcionales. 

Según se conoce, el Art. 649 del Código de 

Enjuiciamiento Civil, 32 LPRA sec. 3421, define el 

auto de mandamus de la siguiente manera:   

El auto de mandamus es un auto altamente 

privilegiado dictado por el Tribunal Supremo 

del Estado Libre Asociado, o por el Tribunal 

de Primera Instancia de Puerto Rico, a 

nombre del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico, y dirigido a alguna persona o personas 
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naturales, a una corporación o a un tribunal 

judicial de inferior categoría dentro de su 

jurisdicción requiriéndoles para el 

cumplimiento de algún acto que en dicho auto 

no se exprese y que esté dentro de sus 

atribuciones o deberes.  Dicho auto no 

confiere nueva autoridad y la parte a quien 

obliga deberá tener la facultad de poder 

cumplirlo.     

  

Este recurso está concebido para obligar a 

cualquier persona, agencia, corporación, junta o 

tribunal de inferior jerarquía a cumplir un acto que 

la ley particularmente le ordena como un deber 

resultante de un empleo, cargo o función pública, 

cuando ese deber no admite discreción en su ejercicio, 

sino que es ministerial. Nuestra jurisprudencia ha 

definido un deber ministerial como aquel deber 

impuesto por la ley que no permite discreción en su 

ejercicio, sino que es mandatorio e imperativo. 

Noriega v. Hernández Colón, 135 DPR 406, 448 

(1994).     

Nuestra casuística ha establecido, además, que 

antes de presentarse una petición de esta índole, se 

requiere, como condición esencial, que el peticionario 

le haya hecho un requerimiento previo al demandado 

para que éste cumpla con el deber que se le exige, 

debiendo alegarse en la petición, tanto el 

requerimiento como la negativa, o la omisión del 

funcionario en darle curso. Sólo se exime de este 

requisito: 1) cuando aparece que el requerimiento 

hubiese sido inútil e infructuoso, pues hubiese sido 

denegado si se hubiera hecho; ó 2) cuando el deber que 

se pretende exigir es uno de carácter público; a 

diferencia de uno de naturaleza particular que afecta 

solamente el derecho del peticionario. Noriega v. 

Hernández Colón, supra, a las págs. 448-449. 
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Por su parte, la Regla 54 de Procedimiento Civil, 

32 LPRA Ap. V, R. 54, establece:         

El auto de mandamus, tanto perentorio como 

alternativo, podrá obtenerse presentando una 

solicitud jurada al efecto.  Cuando se 

solicite dicho remedio y el derecho a exigir 

la inmediata ejecución de un acto sea 

evidente y aparezca que no se podrá dar 

ninguna excusa para no ejecutarlo, el 

tribunal podrá ordenar perentoriamente la 

concesión del remedio; de otro modo, 

ordenará que se presente una contestación y 

tan pronto sea conveniente, celebrará una 

vista, recibiendo prueba, si es necesario, y 

dictará su decisión prontamente.  Se 

obtendrá el cumplimiento de las órdenes 

dictadas por el tribunal del mismo modo en 

que se exige el cumplimiento de cualquiera 

otra orden. [Énfasis nuestro].   

 

En este caso, el recurrente acudió ante nos 

mediante un escrito identificado como un auto de 

mandamus, solicitando que le ordenemos al CCT evaluar 

una petición que presentó ante dicho organismo para 

que se le acrediten unas bonificaciones por servicios 

excepcionales. 

Según se conoce, el recurrente tiene que cumplir 

con los requisitos exigidos por nuestro ordenamiento 

jurídico para el perfeccionamiento del recurso 

extraordinario de mandamus. Véase, Art. 649 del Código 

de Enjuiciamiento Civil, 32 LPRA sec. 3421; Regla 54 

de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 54; Noriega 

v. Hernández Colón, 135 DPR 406, 448 (1994). En este 

caso, el recurso no está juramentado, conforme a la 

Regla 54 de Procedimiento Civil, supra, por lo que el 

peticionario incumplió con este requisito esencial. 

Ante ello, estamos impedidos de considerarlo como un 

recurso de mandamus. 

Además, el peticionario tampoco ha demostrado las 

gestiones que haya realizado ante la agencia 

administrativa para requerir lo solicitado. Ello, pues 
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no presentó prueba, más allá de alegarlo en su 

documento, sobre los requerimientos previos ante dicho 

organismo, en aras de solicitar el cumplimiento del 

deber que alega se tiene que cumplir. 

Por otro lado, el “Reglamento para Atender las 

Solicitudes de Remedios Administrativos Radicadas por 

los Miembros de la Población Correccional”, Reglamento 

Núm. 8583 del 4 de mayo de 2015, aprobado conforme la 

“Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme”, Ley 

Núm. 170 de 12 de agosto de 1988 (LPAU), 3 LPRA § 2101 

et. seq., y el Plan de Reorganización Núm. 2, de 21 de 

noviembre de 2011. Dicho Reglamento tiene como 

propósito que toda persona recluida en una institución 

correccional disponga de un organismo administrativo, 

en primera instancia, ante el cual pueda presentar 

solicitud de remedio, con el fin de minimizar las 

diferencias entre los miembros de la población 

correccional y el personal, y para evitar o reducir la 

presentación de pleitos ante los tribunales de 

justicia. La solicitud de remedio se define como un 

recurso que presenta un miembro de la población 

correccional por escrito, de una situación que afecta 

su calidad de vida y seguridad, relacionado a su 

confinamiento. Regla IV, Inciso 24 del Reglamento Núm. 

8583, supra.      

La División de Remedios Administrativos del 

Departamento de Corrección y Rehabilitación tendrá 

jurisdicción para atender toda solicitud de remedio 

instada por los miembros de la población correccional 

relacionada directa o indirectamente con actos o 

incidentes que afecten personalmente al miembro de la 

población correccional en su bienestar físico, mental, 
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en su seguridad personal o plan institucional. Regla 

VI del Reglamento Núm. 8583, supra.        

Por consiguiente, el recurrente cuenta con el 

recurso de la solicitud de remedio administrativo ante 

la División de Remedios Administrativos del 

Departamento de Corrección y Rehabilitación, para que 

investigue y/o compela al Comité de Clasificación y 

Tratamiento, en caso de que proceda, a que cumpla con 

sus propias directrices. Debe agotar estos remedios 

administrativos antes de movilizar la maquinaria 

judicial. 

El cumplimiento con los requisitos procesales 

antes esbozados resulta indispensable para el 

perfeccionamiento del presente recurso, por lo que 

carecemos de autoridad para acogerlo. Lo anterior, nos 

intima a desestimarlo.     

Por los fundamentos antes expuestos, desestimamos 

el presente recurso por falta de jurisdicción.     

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la  

Secretaria del Tribunal.      

 

 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada                        

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 


